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El Gobierno concretó el ingreso
de sus dos proyectos de ley vincu-
lados al plan “Escuelas protegi-
das” que busca contener la vio-
lencia en las aulas. El hito más no-
torio del fenómeno se produjo
días atrás en un colegio de Cala-
ma, donde un alumno asesinó —a
puñaladas— a una inspectora.

Las propuestas parecen estar
en sintonía con los resultados de
encuestas en las que un 80% de
los consultados apoya la aplica-
ción de medidas de seguridad
más drásticas en los colegios.

Acuerdo que, en cambio, no se
visualiza en la Cámara, donde los
diputados se dividieron frente a
los proyectos de ley enviados por
La Moneda. Así, diputados PS-
PPD expresan apoyos a las inicia-
tivas, mientras que sus pares FA-
PC se oponen a ellas.

En el Ejecutivo subrayan que el
control de la violencia en los esta-
blecimientos educacionales es
prioritario, pues “cala hondo” en
la ciudadanía. Por eso, ambas pro-
puestas ingresaron a tramitación
con urgencia suma (15 días de de-
bate) a la Cámara.

De ellas, el proyecto para modi-
ficar el Código Penal y establecer
nuevas agravantes por delitos co-
metidos contra la comunidad
educativa y en recintos educacio-
nales fue remitido a la comisión
de Seguridad; mientras que el
referido a medidas de se-
guridad, orden y respeto
para la comunidad edu-
cativa pasó a la comi-
sión de Educación.

“Hay
bastante
apertura”

El diputado
R a ú l L e i v a
(PS) respalda el
propósito del
Ejecutivo, pero
expresa algunas
reservas: “Si bien
uno apoya la idea,

la técnica legislativa no es la ade-
cuada, en que solo se hace cargo
de los efectos y no de la preven-
ción necesaria que requieren este
tipo de situaciones. Sobre la revi-
sión de mochilas, hay que revisar-
lo, para que no sea objeto de estig-
matización de ciertos estudiantes
y recintos escolares, y refiere nor-
mas que ya están resueltas por el
Código Procesal Penal en materia
de flagrancia”.

Jaime Araya (ind.-PPD), en tan-
to, dice que apoya en un “cien por
ciento”, pues el flagelo de la vio-
lencia en las aulas, dice, se debe
detener. El legislador representa a
Calama, entre otras comunas, jus-
to el distrito 3 en donde fue asesi-
nada una inspectora la semana
pasada.

El jefe de la bancada PPD, Raúl
Soto, va más allá, al expresar que
el tema “lo conversamos ayer y
vamos a analizar cada medida y
sus efectos en su mérito, con una
buena disposición. Hay bastante
apertura, creo que se puede bus-
car un acuerdo”.

“Medidas represivas”

Por el contrario, Lorena Pizarro
(PC) estima que “la preocupación
se resuelve por parte del Gobier-
no con medidas represivas que
está demostrado nunca han re-
suelto nada; es cavernario. Nunca
lo voy a apoyar. No se resuelven
temas sociales”.

En una apreciación parecida,
Emilia Schneider (FA) asegura
que van a “revisar en detalle, con
mucha dedicación, los anuncios
hechos por el Presidente Kast.
Quiero ser muy clara: la educa-
ción chilena, ante sus problemas
de violencia, no requiere buenos
titulares, requiere buenas políti-
cas públicas, soluciones concre-
tas, no para la foto. Yo creo, a sim-

ple vista, que las medidas
anunciadas por el gobier-
no del Presidente Kast

apuntan a medidas sim-
bólicas, medidas sen-

sacionalistas, poco
pedagógicas e insu-

ficientes para abor-
dar el problema”.

Las medidas
acerca de la
contención de
violencia po-
drían ser res-
paldadas por
algunos en la
izquierda. Lo
h a r í a n c o n
fórmulas en

que se utilicen mochilas transpa-
rentes o se habiliten salas especia-
les para revisar los morrales, co-
mentan, e incluso recuerdan que
en los aeropuertos eso ya ocurre e
indistintamente de la edad, todos
los bolsos se revisan.

Renuencia a ceder

Por el contrario, el retiro de la
gratuidad a condenados por he-
chos de violencia en las escuelas
es considerado en la oposición
un ataque directo al ideario PC-
FA enarbolado por los expresi-
dentes Gabriel Boric y Michelle
Bachelet, por lo que en esa mate-
ria el sector es renuente a ceder
en su tramitación.

El “fenómeno de la violencia en
los colegios es muy grave y rotun-
do, por lo que requiere ser atendi-
do con una mirada integral. Es po-
co serio pretender que con algu-
nas prohibiciones o sanciones el
problema se resuelva. Lo plantea-
do sobre la gratuidad es confuso,
pone al mismo nivel un delito
contra la vida que los daños a la
propiedad. Por lo demás, la san-
ción respecto de la gratuidad im-
plica asumir que solo los estu-
diantes pobres pueden incurrir en
hechos de violencia”, alegó Luis
Cuello (PC).

Entre comunistas y frenteam-
plistas sostienen que mermar la
gratuidad sería una medida encu-
bierta para afectar una política
pública que disocia al oficia-
lismo, más que un estímulo
para levantar la violencia
en aulas.

Ahondando en sus
aprensiones, la diputada
y jefa de bancada comu-
nista, Daniela Serrano,
expresó: “Nosotros sa-
bíamos de las preten-
siones que tenía este
gobierno; primero,
no hacerse cargo
con mayor inver-
sión pública de un
problema que sin
duda es sistemá-
tico, pero por otra

parte reviste lo que realmente
quiere este gobierno, que es cor-
tar beneficios sociales”.

Porque, lo anterior, dice Se-
rrano, “lo hicieron en reiteradas
ocasiones, intentaron hacerlo en
la Ley de Presupuestos, muchas
veces pusieron restricciones que
son inconstitucionales, que las
llevamos al Tribunal Constitu-
cional, tipos de requisitos para
acceder a la educación superior,

y hoy día quieren pasarlo bajo
una ley de la república que es
permanente”.

UDI valora el que se
acogiera su propuesta

Antenoche, cuando comenzó
a trascender que el Ejecutivo en-
viaría los proyectos del plan “Es-
cuelas protegidas”, en la UDI es-
taban satisfechos, pues enten-
dieron se había acogido por el
Gobierno una antigua propues-
ta del partido, en orden a restrin-
gir la gratuidad en la enseñanza
para quienes sean condenados
por violencia en establecimien-
tos escolares. “Lo agradece-
mos”, comentaban en el comité
de ese partido.

Efectivamente, la idea es parte
de un proyecto de ley de diputa-
dos UDI ingresado en 2018, pero
que no logró el suficiente empu-
je mediante urgencia legislativa.
También lo intentaron en la Ley
de Presupuestos. Aunque llegó
a una comisión mixta, no consi-
guió cristalizar como ley.

Sobre el avance actual, el di-
putado Ricardo Newmann esti-
ma que “con este proyecto que-
remos borrar el mal que le hizo
el FA a la educación chilena,
queremos devolver el respeto a
la autoridad en el aula. Quere-
mos que los delincuentes que
queman a sus profesores, que

destrozan sus liceos, que
lanzan molotov a los ca-

rabineros, sean sancio-
nados. No correspon-

de que delincuentes
q u e h a y a n s i d o

condenados por
una sentencia
f i rme luego
o p t e n a l a
g r a t u i d a d
financiada
con los im-

puestos de
todos los chile-

nos y repitan el mismo
patrón de conducta en la
universidad con paros,
destrozos y tomas”.

Ejecutivo ingresó dos iniciativas con urgencia a la Cámara de Diputados

Izquierda evidencia miradas opuestas frente a
medidas del Gobierno contra violencia escolar
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“Es cavernario”, acusa Lorena Pizarro (PC), sobre uno de los proyectos enviados por La Moneda, en sintonía con sus pares del FA.
En el Socialismo Democrático, en cambio, respaldan las propuestas: “Cien por ciento”, en el caso de Jaime Araya (ind.-PPD).
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El tema musical “89 Puñala-
das” de Nihilista Mensaje, un
grupo vinculado a temas de
“anarquismo e insurrección”,
según plataformas digitales,
suena de fondo en la última pu-
blicación realizada en redes so-
ciales por movimientos relacio-
nados con la violencia estudian-
til. Este acompaña una docena
de fotografías con imágenes de
los denominados overoles blan-
cos lanzando bombas molotov
en las afueras del Instituto Na-
cional. 

Las imágenes —aunque tam-
bién hay videos— están en el ra-
dar de los investigadores de ca-
sos de violencia escolar a cargo
de Carabineros y la fiscalía, que
analizan la organización para
cometer estos delitos que inclu-
yen publicaciones en una serie
de plataformas digitales que es-
tán bajo revisión. 

“El Mercurio” accedió a pes-
quisas que explican parte del
fenómeno que mantiene en
alerta a las autoridades, que ven
con preocupación los ataques
incendiarios y otros ilícitos que
—comentan— serían el sínto-
ma de un movimiento más pro-
fundo, con la participación de

alumnos de liceos emblemáti-
cos, pero con apoyo de exestu-
diantes y con un trasfondo polí-
tico que se aprecia en publica-
ciones en fuentes abiertas, co-
mo Instagram.

n “Acción violenta, plena-
mente justificada”

Las indagatorias sacan a la
luz la organización con roles
determinados para cada uno de
los involucrados en los presun-
tos ilícitos al interior y en las
afueras de los establecimientos
escolares.

La Fiscalía Metropolitana
Centro Norte, que agrupa este
tipo de causas en un foco del
SAC (Sistema de Análisis Crimi-
nal), ya definió parte de las ac-
tuaciones de los alumnos: “lan-
zadores” de bombas molotov
que no prenden los artefactos in-
cendiarios por sí solos, por el
riesgo de quemarse y que ocu-
pan a colaboradores para esa mi-
sión, los denominados “activa-
dores”. 

Datos recabados en la Munici-
palidad de Santiago registran el
lanzamiento de 500 artefactos
incendiarios solo durante 2025
asociados al Instituto Nacional. 

Pero otro de los focos de las
pesquisas está sobre hechos

vinculados con la difusión de
los supuestos ilícitos en redes
sociales, con el fin de promover
el movimiento.

“Cualquier acción violenta
contra estos promotores de la
desigualdad está plenamente
justificada”, dice una de las pági-
nas que publica actos de violen-
cia en colegios. Y que también
incluye otras convocatorias en
contextos como el “Día del joven
combatiente”. 

En esa plataforma, se lee tam-
bién: “Juventud combatiente,
insurrección permanente”. 

La última publicación se reali-
zó este lunes, con fotografías en
primer plano de “lanzadores”

con molotov en sus manos alre-
dedor del Instituto Nacional.

Los denominados “fotógra-
fos” serían parte de la organiza-
ción, aseguran quienes conocen
las pesquisas, junto con confir-
mar que tienen acceso al contex-
to y comisión del delito en pri-
mera persona, lo que se aprecia
claramente en los propios regis-
tros que dan a conocer. La pre-
sencia de los “fotógrafos” antes
de cualquier desorden o acto de
violencia avisa de su ocurrencia,
indican investigadores. 

n Identificación o sello
Otro de los hallazgos de equi-

pos especializados de Carabine-

ros se relaciona con la identifica-
ción de grupos violentistas. 

Las indagatorias permitieron
establecer el uso de grupos o au-
todenominados “piños”. Uno de
ellos identificado como “Ovejas
Negras” y que la policía relacio-
na con el Instituto Nacional Ba-
rros Arana (INBA). 

Conocedores de estas causas
indican, además, que es una for-
ma de identificarse y dar un “se-
llo” a los actos que afectan a los
recintos escolares. También se
analizan panfletos y lienzos con
la firma de los autores vincula-
dos a ciertos establecimientos
educacionales. 

En el caso del liceo de Provi-
dencia José Victorino Lastarria,
se analizó, meses atrás, un “pi-
ño” conocido como
“38”. 

Las publicacio-
nes, como las reali-
zadas en redes so-
ciales, también re-
gistran el foco de
los grupos en sus
lienzos. 

“Nos levantamos
en pie de guerra
contra toda autoridad”, dice uno
de los textos expuestos al exte-
rior del Instituto Nacional. 

El apoyo a detenidos también
se difunde por estas plataformas.
En febrero, por ejemplo, se pu-
blicó la “Pizzatón Solidaria” y te-

nía como objetivo, dice, la ayuda
o “beneficio a menor del INBA”.

Añaden que se trata de “una
víctima de allanamiento por
parte de OS9 y posterior conde-
na a reclusión domiciliaria y 100
días de investigación”. 

En 2025 se cuestionaron las di-
ligencias y se pidió “libertad a los
compañeros del INBA”, y plan-
teaban que “mientras exista injus-
ticia social, habrá subversión”.

n Bases de datos 
desconectadas

Otro de los hallazgos de los in-
vestigadores, sobre el fenómeno
de la violencia escolar, se rela-
ciona con la falta de “conexión”
entre liceos, advierten los cono-
cedores de estos casos. Esto ge-

nera que alumnos
que pudieron ser
expulsados de lice-
os en Santiago lle-
guen, por ejemplo,
a Providencia sin el
historial de su con-
ducta. 

Así, indican, el
movimiento se pro-
mueve en distintos

recintos. Pero no es la única for-
ma en que se replica, sino que
también se detectó el apoyo en-
tre manifestantes, con “piños”
que apoyan acciones de otros li-
ceos a los que llegan, explican,
incluso exalumnos. 

Policías y fiscalía tras últimas indagatorias asociadas al fenómeno:

Grupos violentistas como “Ovejas
Negras” y fotos que exhiben delitos
marcan pesquisas a overoles blancos
que dicen estar “en pie de guerra” 

LORENA CRUZAT 

Las imágenes —aunque también hay
videos— son captadas por parte de la
organización que estaría detrás de los
desórdenes en recintos escolares. Buscan
registrar en primer plano los hechos para
difundirlos en redes sociales. 

MOLOTOV
La Municipalidad de
Santiago informó el
lanzamiento de 500

bombas molotov
asociadas al Instituto

Nacional en 2025. 

Tomas en primer plano, publicadas en redes sociales, dan cuenta de
acceso a los actos de violencia, según la investigación. 

Identifican rol de denominados “fotógrafos” de actos de violencia
que serían parte de la organización en ataques en recintos educacionales. 

‘‘Es cavernario.
Nunca lo voy a apoyar.
No se resuelven temas
sociales; hace poco
supimos lo que pasó, y
creo que por eso lo están
haciendo, en una escuela
del norte de Chile”. 
................................................................

LORENA PIZARRO
DIPUTADA PC

‘‘Lo conversamos
ayer y vamos a analizar
cada medida y sus efectos
en su mérito, con una
buena disposición. Hay
bastante apertura, creo
que se puede buscar un
acuerdo”.
................................................................

RAÚL SOTO
JEFE BANCADA PPD

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

08/04/2026
  $8.880.490
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      43,17%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 2


